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DE LAS SUCESIONES 

 

  

              A raíz de la publicación periodísticas realizada en un diario local de Río Negro, el 15 de 

marzo del corriente año, donde un profesional-notario  aparece ofreciendo al ciudadano “la panacea a la 

innovación del Derecho Sucesorio” suponiendo y considerando como cierta la probabilidad jurídica  de 

iniciar y concluir las cuestiones sucesorias en sus despachos notariales. En la nota, su autor, pretendiendo 

darle un cariz jurídico al planteo asevera : “…Sin embargo Vélez Sarsfield, el autor de nuestro Código Civil, 

no consideró necesaria la existencia de un juicio sucesorio para los casos en que los herederos fueran hijos, 

cónyuge, padres o hermanos del fallecido, es decir, para la mayoría de las sucesiones. En estos supuestos 

habiendo acuerdo entre los herederos en la forma de repartir los bienes, podían dividirse la herencia por el 

simple procedimiento de concurrir a una escribanía”.   

Avocados a la normativa aplicable podríamos imaginar que en su comentario, el notario se está 

refiriendo al art. 3410 del Código Civil, en el capitulo de los derechos de los herederos donde se autoriza a 

entrar en posesión de la herencia a ascendientes, descendientes y cónyuges sin ninguna formalidad o 

intervención de los jueces. 

La interpretación realizada es una errónea forma de ver la norma, con el solo objeto de 

otorgarle cierta validez jurídica a la base de su pensamiento, ello es así ya que la norma solo expresa lo que 

efectivamente ocurre que es que los herederos adquieren la posesión de la herencia desde que se genera el 

hecho motivante del fallecimiento del causante, en este sentido es fácil advertir que esto implica que el 

heredero podrá ser demandado por deudas del causante, podrá demandar por créditos del mismo, podrá usar 

de los bienes de aquel, pero para poder disponer y  para ejercer la mayoría de los actos de administración de 

esos bienes, deberá requerir autorización judicial, ello en concordancia con otras normas del Código Civil y 

leyes complementarias (p.ej. art. 2505 del C.C., art. 1 y 14 Decreto 6583/58, ratificado por ley 14467 -

automotores-, art. 3128 del C.C. –hipoteca-, art. 1184 del C.C. –usufructo y servidumbres-, art. 37 Decreto 

2080/80, art. 16 ley 17801 –inmuebles-), siendo este un fundamento de orden jurídico legal que abarca el 

enorme sistema de Derechos y que no se arraiga para nada en apetencias caprichosas de los profesionales de 

la abogacia, como nos pretende calificar el notario.  
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En esta dirección, cabe mencionar como hecho trascendente que impide la modificación de la 

ley aplicable, la circunstancia de que ni en la Argentina ni en ningún país occidental se  cuenta  con registros 

tan completos y certeros de las personas, donde se conozca el árbol genealógico de cada uno de sus 

habitantes y si bien los registros oficiales se centralizan en el Registro Nacional de las Personas (RENAPER) 

por nuestro sistema republicano federal, no necesariamente se comparte toda la información, ello atento que 

los registros provinciales dependen exclusivamente de los gobiernos de cada provincia, siendo 

independientes  entre sí y en dichas reparticiones  no se cuentan con mayores antecedentes parentales que 

permitan determinar con certeza los datos que en cada organismo se registren, lo que quizás en la actualidad 

se podría modificar con el uso de la informativa. 

Siendo así la situación real de nuestro país consideramos que la “declaratoria de herederos” 

importa un proceso de verificación formal de la calidad hereditaria, que exterioriza mediante acto 

jurisdiccional quienes son los beneficiarios de los bienes del causante y el grado de parentesco en virtud del 

cual suceden, dando certidumbre acerca de la identidad de los continuadores en la titularidad del patrimonio,  

así cumple una función instrumental y sirve de título formal al derecho de los herederos. 

Respecto del punto, Alferillo (Administración de la Sucesión”, Ediciones Jurídicas Cuyo, pág. 

50) relata que “cuando se produce el fallecimiento de una persona, de inmediato, aparecen dos fenómenos 

jurídicos. El primero, es que el patrimonio del de cujus queda sin titular. Y el segundo, ese patrimonio 

cambia de composición,...”, por lo cual “tiene dos etapas de determinación en su camino hacia su 

desintegración (adjudicación individual de los bienes). Ellas son primero, la de precisar quiénes serán los 

titulares de la herencia (que termina con la declaratoria de herederos); y en segundo lugar qué bienes le 

corresponde a cada titular del acervo (que finaliza con la partición y adjudicación de la cosa a cada 

heredero)...”.   Para completar este análisis partimos de la base de la teoría del patrimonio-persona, la que 

subsume dos momentos distintos de la adquisición del sucesor: El de la adquisición de la herencia como 

universalidad incorporando al patrimonio una expectativa al todo o a una parte alícuota de aquella (art. 3263 

del C.C.) y sin consideración de su contenido ni de los objetos de esos derechos (art. 3281 del C.C.) y la 

adquisición a título singular –ut singuli- de determinados bienes o derechos, lo que acaece con la 

subsiguiente partición o adjudicación (art. 3503 del C.C.). 

En este estado corresponde mencionar lo manifestado por Eduardo A. Zannoni, (“Derecho 

Civil. Derecho de las Sucesiones, tomo 1, Cuarta edición, Editorial Astrea, página 464), cuando asevera que 
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“…esto explica en síntesis, la insuficiencia de la posesión hereditaria de pleno derecho como título a la 

adquisición  ut singulis de los bienes comprendidos en la universalidad hereditaria...”.  De modo que es 

forzoso que concluyamos en que la transmisión hereditaria basada en el simple titulo de heredero no es 

suficiente para acreditar y hacer efectiva la transmisión de los bienes a titulo singular contenida 

potencialmente en la sucesión universal, no basta la atribución genérica que hace la ley civil, entran en juego 

los intereses contrapuestos de los coherederos, así como la protección de los que fueren incapaces. 

Además de la expresión doctrinaria, es clara la ley cuando en el art. 3430 C.C  expresa “ Los 

actos de disposición de bienes inmuebles a título oneroso efectuados por el poseedor de la herencia, tenga o 

no buena fe, son igualmente válidos respecto al heredero, cuando el poseedor ha obtenido a su favor 

declaratoria de herederos o la aprobación judicial de un testamento y siempre que el tercero con quien 

hubiese contratado fuere de buena fe. Si el poseedor de la herencia hubiese sido de buena fe, debe sólo 

restituir el precio percibido… 

          Estas normas se compatibilizan además con el art. 3264 del C.C. expresa: “Los sucesores universales 

son al mismo tiempo sucesores particulares relativamente a los objetos particulares que dependen de la 

universalidad en la cual ellos suceden.” Y el art. 3417 del C.C. manifiesta que: El heredero que ha entrado en 

la posesión de la herencia, o que ha sido puesto en ella por juez competente, continúa la persona del difunto, 

y es propietario, acreedor o deudor de todo lo que el difunto era propietario, acreedor o deudor, con 

excepción de aquellos derechos que no son transmisibles por sucesión. Los frutos y productos de la herencia 

le corresponden. Se transmiten también al heredero los derechos eventuales que puedan corresponder al 

difunto. 

Ninguna de estas normas invalidan ni contrarían lo establecido por el art. 3410 del C.C., ya 

que la oponibilidad de la adquisición singular no requiere registro u otras formalidades que presuponen la 

partición o adjudicación tal como sería en el caso de muebles no registrables o dinero efectivo del causante al 

momento del fallecimiento, ya que el heredero que dispone de esos bienes a título de propietario no lo hace 

como sucesor del causante, sino valiéndose de la presunción del art. 2412 del C.C.. 

De modo que podemos aseverar, como Eduardo Zannoni lo propone que en el proceso sucesorio, la 

instancia judicial se organiza por la necesidad de proveer un adecuado control de legitimidad que el derecho 

pretende tutelar y que refiere a  los diversos intereses que la relación sucesoria pone en juego. Se trata 
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entonces de organizar un proceso, que con las debidas garantías del sistema jurisdiccional,  permita la mayor 

satisfacción dentro de los limites del derecho. 

Otra cuestión que consideramos de invaluable importancia dentro del las previsiones del proceso 

sucesorio es el “llamado público” que se realiza a la presentación de quienes se consideren con derecho en la 

sucesión. Sin embargo es dable hacer notar el descreimiento que ofrecen las aseveraciones de  Picasso en el 

articulo citado cuando expresa que “este sencillo expediente se complica más y más, con una retrógrada 

publicación de edictos que nadie lee, con la intervención de organismos como el asesor fiscal, cuya 

existencia misma ha sido criticada por los más prestigiosos juristas…” precisamente es aquí  donde 

hacemos incapié de este elemento por demás valido para mantener la igualdad ante la ley y conceder 

efectivamente el derecho al ejercicio de la defensa en juicio, en esa supuesta “retrógrada publicación”, ello lo 

fundamos  ya que  “LA PUBLICIDAD que ofrecen los edictos en un diario local y el boletín oficial, es 

justamente la que permite el acceso a la justicia de todos los ciudadanos por igual. Sabemos de esto quienes 

nos dedicamos a la práctica judicial, la que nos ha enseñado que en muchas oportunidades, ante la publicidad 

del inicio de procesos sucesorios, suelen aparecer nuevos herederos, a veces conocidos por los iniciadores 

del proceso, y en muchas ocasiones desconocidos por ellos, por lo tanto esta publicación es la que permite 

garantizarle su derecho  a quien adquiere la propiedad por este medio, ya que al haberse abierto 

públicamente a otros que pudieren considerarse con igual derecho y a todos los ciudadanos, se ha otorgado el 

derecho de que se le discuta en juicios su vocación, su vínculo, y/o la nulidad de toda declaración. 

Por ello no compartimos los conceptos esgrimidos del autor de la nota cuando expresa que 

frente a los intereses creados de los abogados que, lejos de propiciar la válida competencia entre el sistema 

notarial y el judicial, pretenden la conservación del actual estado de cosas, aun a costa del bolsillo del 

justiciable…Evidentemente a este ciudadano se le está haciendo demasiado sencillo ver la paja en el ojo 

ajeno, desconociendo la realidad de que ofrecer un proceso en una oficina privada a expensas de la simple 

declaración e hipotética buena fe de los interesados, podría resultar una verdadera injusticia para aquellos 

hijos fruto de relaciones fuera del matrimonio y que hoy pululan en los tribunales, contrariando de este modo 

el espíritu del C.C y vulnerando los  más nobles Derechos Humanos los que desde otrora se patentizan en las 

Constituciones Provinciales y  la Nacional Argentina. 

Así la ley protege y ampara el caso del hijo extramatrimonial del causante no reconocido por 

este, que reclama la filiación en  base a lo dispuesto por el art. 325 C.C,  a quien el codigo le otorga derechos 
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para poder obtener su declaración y así oponer su vocación hereditaria a otros coherederos, o la demanda de 

colación ejercida por un heredero contra el que recibió en vida del causante una donación que debe reputarse 

como un anticipo de herencia (art. 3476 y 3483 C.C.), o el acreedor que reclama el pago de una deuda del 

causante que los herederos no reconocen como tal o que se opone a la adjudicación de los bienes por no estar 

satisfecha el crédito (art. 3475 C.C.) (Ver Zanonni pag 135 T. 1)  

Así de modo ejemplificativo tratamos de imaginar como se compatibilizan estas situaciones si 

la sucesión se dejara a la merced del interés privado y hasta que punto el Notario podrá reparar el Daño en el 

caso de haberse obrado en contra de la fé pública, entiéndase que cualquier sujeto que se viera afectado por 

una de éstas situaciones, no solo sufre un desmedro económico sino un verdadero Daño Moral, por la 

traición y la restricción al ejercicio de sus mas legítimos derechos, todo lo que hace insuficiente  la  

reparación por la via del art. 1112 C.C. y de la ley Notarial. 

De esta manera se patentiza en este análisis que las posibles modificaciones que se pudieren 

proponer en los aspectos sugeridos por la tendencia de este pensamiento, no implicaría mas que una 

verdadera vulneración a las normas de la Constitución Nacional entiéndase: Art.18 Inviolabilidad de la 

defensa del Derecho de Propiedad; Art. 17 del Derecho de Propiedad; los arts. 18 derecho de justicia, 23 

derecho de propiedad, 24 derecho de peticionar de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre; art. 17 derecho de la propiedad de la Declaración de la Derechos del Hombre y del Ciudadano, 

Convención sobre los Derechos del Niño, art. 8 apartados 1 y 2. y normas contenidas en las Constituciones 

provinciales. 

Por todo ello el codificador Vélez Sársfield no tuvo duda de que la tramitación del proceso 

sucesorio debía hacerse exclusivamente en sede judicial, ello queda claro al redactar el contenido de los arts. 

3284, 3285 y conc. del Código Civil. Lo que implica que sin una modificación de estas normas realizada por 

Ley del Congreso Nacional, no es posible prescindir de la vía judicial por tratarse de una cuestión sustancial 

y no meramente adjetiva. 

Como conclusión, los abogados litigantes y conocedores del derecho, además de repudiar 

todas las expresiones que atenten contra nuestra honestidad y vocación de servicio, podemos concluir 

que:   

1. Los sucesorios conforme el mandato normativo expreso del Código Civil aparece,  no  solo 

como una necesidad para el ejercicio de los derechos civiles del hombre, sino que se manifiesta 
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con la objetividad suficiente para garantizar la igualdad ante la ley,  el debido proceso,  el 

derecho de propiedad, los derechos del niño, etc.. 

2. Los intereses de permanecer el proceso sucesorio tal como se encuentra regulado  en la 

actualidad,  lejos de fundarse en  apetencias personales o sectoriales su  asiento legal se enraíza 

en todo el sistema jurídico nacional, abarcado en la actualidad por las  normas de los Tratados 

Internacionales vigentes. 

3. Las futuras reformas deberán mantener el tramite de los procesos sucesorios en sede 

jurisdiccional procurando reglar un proceso simplificado que facilite respuestas rápidas a la 

sociedad a la par de garantizar la seguridad jurídica.  
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De sucesiones, escribanos y abogados 

Por Esteban María Picasso (*) 

                Muchos de los lectores habrán pasado por la amarga experiencia de afrontar un juicio sucesorio: un 

trámite lento y engorroso que nunca parece terminar, y cuando lo hace es luego de llevarse buena parte del 

patrimonio del fallecido para pagar las costas y honorarios de los profesionales. Este proceso fatídico, para 

mucha gente el único contacto con la actividad de los tribunales, consume enormes recursos del sistema 

judicial y en poco contribuye a su prestigio, pues nadie pasa por estos engranajes sin convertirse en un crítico 

de la Justicia.  

                  Sin embargo Vélez Sarsfield, el autor de nuestro Código Civil, no consideró necesaria la 

existencia de un juicio sucesorio para los casos en que los herederos fueran hijos, cónyuge, padres o 

hermanos del fallecido, es decir, para la mayoría de las sucesiones. En estos supuestos habiendo acuerdo 

entre los herederos en la forma de repartir los bienes, podían dividirse la herencia por el simple 

procedimiento de concurrir a una escribanía.  

                  Claro que el codificador tuvo que prever otros supuestos, entre ellos la existencia de testamentos, 

la presencia de menores o de acreedores del fallecido, disputas sobre la calidad de herederos o la forma de 

dividir los bienes, en los cuales era necesaria la decisión de un juez; pero nadie puede afirmar a ciencia cierta 

cómo y por qué la sucesión judicial, un supuesto realmente excepcional, se fue convirtiendo en una 

costumbre arraigada del sistema jurídico argentino. Recién a mediados de la década del '60 se consolidó esta 

práctica, aunque sin constituirla en obligatoria, por la reforma de un artículo del Código Civil y sobre todo 

por el nacimiento de los registros de la Propiedad, que toman por ley lo que era sólo costumbre y 

comenzaron a exigir, en todos los casos, la declaratoria judicial para acreditar la calidad de herederos. 

                    En todo caso este trámite judicial debería ser, en la mayoría de las sucesiones, muy sencillo, 

puesto que se reduce a acreditar el fallecimiento de una persona y el vínculo familiar de los herederos con 

aquél, lo cual se logra con una partida de defunción y dos o tres certificados más. Con esta declaratoria 

podrían los interesados olvidarse de los tribunales y seguir sus trámites en una escribanía, ni siquiera 

deberían tener la necesidad de denunciar en el juzgado los bienes que compusieron el patrimonio del 

causante. Pero este sencillo expediente se complica más y más, con una retrógrada publicación de edictos 
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que nadie lee, con la intervención de organismos como el asesor fiscal, cuya existencia misma ha sido 

criticada por los más prestigiosos juristas, con extenuantes regulaciones de honorarios profesionales y sobre 

todo por la dinámica paralizante que se establece entre juzgados y abogados, puesto que unos controlan a los 

otros y nunca parecen ponerse de acuerdo en pequeños detalles que terminan demorando por largo tiempo el 

proceso. 

                                          Frente a este problema los escribanos públicos han desarrollado, desde hace 

muchas décadas, proyectos legislativos que permiten, respetando las disposiciones del Código Civil, 

concretar el trámite sucesorio en sede notarial disminuyendo tiempo y costos. Estos beneficios son 

imprescindibles para vastos sectores de nuestra población que hoy no pueden, por su situación económica, 

acceder a los estrados judiciales y aun siendo propietarios de bienes valiosos no pueden regularizar su 

situación dominial, lo cual, a la corta o la larga, los pauperiza. Desgraciadamente la brillantez teórica de los 

escribanos no ha sido acompañada, hasta el momento, por la audacia y destreza política de sus dirigentes, 

quienes no han sabido imponer estos proyectos frente a los intereses creados de los abogados que, lejos de 

propiciar la válida competencia entre el sistema notarial y el judicial, pretenden la conservación del actual 

estado de cosas, aun a costa del bolsillo del justiciable. 

                                  Por todo esto no cabe menos que aplaudir la iniciativa de la diputada Ana I. Pichinini, 

quien ha presentado en la Legislatura de Río Negro el proyecto de sucesiones notariales desarrollado por el 

Colegio de Escribanos de dicha provincia. Basado en la muy sencilla ley española, contempla una sucesión 

muy rápida y económica que evita todo tipo de complicaciones, teniendo la virtud además que la tramitación 

de las mismas puede realizarse en cualquier localidad de la provincia donde existan escribanos, 

independientemente de la radicación de juzgados. 

                                  Esperamos que la provincia del Neuquén, y todas las provincias argentinas, sigan 

atentamente la experiencia rionegrina, pues se constituye en un verdadero hito legislativo que, de ser 

aprobado, conmocionará todo el sistema jurídico de la provincia, ya que el sustancioso ahorro que se 

producirá en recursos de todo tipo al evitarse miles de procesos innecesarios podrá ser destinado a mejorar 

otras áreas de la Justicia que tanto lo necesitan. 

(*) Escribano. 

Abogado y Titular de Registro Notarial 

 


